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ABSTRACT

Resumen en Español
La Ley de Rehabilitación, Regeneración y Renovación Urbanas se justifica por sí  misma al enfocar el urbanismo de los próximos años hacia la rehabilitación, la regeneración y la renovación urbanas (como motor de la economía para salir de la crisis), ya que vivienda nueva sobra en España.

Nace con grandes dudas sobre su constitucionalidad, por problemas competenciales en materia de urbanismo y vivienda entre el Estado y las Comunidades Autónomas, habiéndose interpuesto dos recursos de inconstitucionalidad (pendientes de resolver por el Tribunal Constitucional) por los Gobiernos autonómicos de Cataluña y de Madrid.

Su efectividad va a depender del entendimiento legislativo entre el Estado y las Comunidades Autónomas y de la colaboración económica de las distintas Administraciones (estatal, autonómica y local) con los propietarios “descapitalizados” de los inmuebles antiguos. Las  nuevas obligaciones que les impone la Ley son muy onerosas y rehabilitar lo “viejo” es más caro que construir “ex novo”.
Palabras clave: Rehabilitación, Regeneración, Renovación, Urbanismo, Vivienda, Recurso de inconstitucionalidad, Colaboración económica. 

English Summary
The Urban Rehabilitation, Regeneration and Renewal Law focuses on rehabilitation, regeneration and urban renewal in the short-term future. This approach may turn into one economy booster likely to help overcome the current economic crisis, particularly if the great amount of new housing existing in Spain is taken into account. 

It was created with great doubts about its constitutionality, with jurisdictional problems in urban planning and housing between the State and Autonomous Communities. Two constitutional actions (still to be solved by the Constitutional Court) have been brought by the regional governments of Catalonia and Madrid.
Its effectiveness will depend on the legislative understanding between the State and Autonomous Communities and on the economic cooperation among the Administrations (national, regional and local) and the "undercapitalized" owners  of old buildings. The new obligations imposed by the Law are costly and make refurbishment more expensive than new buildings.
Keywords: Rehabilitation, Regeneration, Renewal, Urban plannin, Housing, Constitutional action, Economic cooperation.
ANÁLISIS DE LA LEY 8/2013, DE 26 DE JUNIO, DE REHABILITACIÓN, REGENERACIÓN Y RENOVACIÓN URBANAS

INTRODUCCIÓN

Este Trabajo de Fin de Grado en Derecho que se me ha encargado y tutelado por el profesor del Área de Derecho Administrativo Dr. D. José Cuesta Revilla, pretende analizar de la mano de prestigiosos juristas y profesionales del derecho urbanístico que han publicado trabajos y artículos en revistas especializadas del sector, la novedosa Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación Urbanas (en adelante LRRRU). Al final del trabajo incluyo la Bibliografía de la que me he servido para la realización del mismo.

La LRRRU está íntimamente ligada al Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016, aprobado por Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, y ambas normas pretenden potenciar la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas, ofreciendo un marco normativo idóneo para permitir la reconversión y reactivación del sector de la construcción.
En estos momentos en los que nos hemos visto sacudidos por una profunda crisis económica, los poderes públicos, los gobiernos y administraciones deben esforzarse por actuar como motor de la recuperación económica, creando instrumentos que generen confianza en los ciudadanos e impulsen la actividad de la sociedad. Y, en este contexto debemos situar la LRRRU. 

No en vano, la propia Exposición de Motivos de la Ley señala que la regulación que contiene se enmarca en un contexto de crisis económica, cuya salida depende en gran medida (dado el peso del sector inmobiliario en dicha crisis) de la recuperación y reactivación (de cara sobre todo al empleo) del sector de la construcción. Dicha salida, en un contexto de improcedencia de políticas de expansión, tales como la generación de nueva ciudad y nuevas viviendas, solo es posible actuando sobre el patrimonio inmobiliario y la edificación existente. Por ello, es preciso generar un marco normativo idóneo para dichas operaciones, que no sólo llene las lagunas legales actualmente existentes, sino que remueva los obstáculos que las imposibilitan en la práctica y que propicie la generación de ingresos propios para hacer frente a las mismas.

CAPÍTULO 1. LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.  CONTENIDO Y ESTRUCTURA DE LA LEY
La Exposición de Motivos de la LRRRU parte de las siguientes ideas-fuerza sobre las que estructura su propuesta legislativa:

1.1. El carácter estructural de la mayoría de problemas económicos y sociales existentes en torno al mercado del suelo y la vivienda. 

Los problemas económicos y sociales existentes en torno al mercado del suelo y la vivienda en España son de muy diversa índole y, en buena medida, anteriores a la crisis económico-financiera. La mayoría tienen, de hecho, un carácter estructural y no solo coyuntural, si bien algunos de ellos se han visto agravados por el cambio de ciclo económico, al tiempo que han contribuido también a agudizar la crisis.

1.2. La tradición urbanística española se ha volcado fundamentalmente en la producción de nueva ciudad. 

La tradición urbanística española se ha volcado fundamentalmente en la producción de nueva ciudad, descompensando el necesario equilibrio entre dichas actuaciones y aquellas otras que, orientadas hacia los tejidos urbanos existentes, permiten intervenir de manera inteligente en las ciudades, tratando de generar bienestar económico y social y garantizando calidad de vida a sus habitantes.

Estas otras intervenciones son mucho más complejas, tanto desde el punto de vista social como económico; complejidad que se agrava en el momento presente a consecuencia de un contexto desfavorable para la financiación pública, debido a los procesos de estabilización presupuestaria, y también para la financiación privada, por las restricciones en el acceso a los créditos, derivadas de la crisis del sector financiero y del empobrecimiento de muchas familias a consecuencia de los altos niveles de desempleo.

1.3. Las actuaciones de rehabilitación y de regeneración y renovación urbanas pueden contribuir a la recuperación económica. 

El camino de la recuperación económica, mediante la reconversión del sector inmobiliario y de la construcción y también la garantía de un modelo sostenible e integrador, tanto ambiental, como social y económico, requieren volcar todos los esfuerzos en aquellas actuaciones, es decir, las de rehabilitación y de regeneración y renovación urbanas.

Tanto a corto, como a medio plazo, será muy difícil que los sectores inmobiliario y de la construcción puedan contribuir al crecimiento de la economía española y a la generación de empleo si continúan basándose, principalmente y con carácter general, en la transformación urbanística de suelos vírgenes y en la construcción de vivienda nueva.

Pero aun en el caso de que así fuera, la legislación vigente ya da cumplida respuesta a estos procesos, mientras que no existe un desarrollo en igual medida que permita sustentar las operaciones de rehabilitación y las de regeneración y renovación urbanas.

1.4. La rehabilitación, la regeneración y la renovación urbanas pueden contribuir a la reconversión de otros sectores, entre ellos, fundamentalmente el turístico. 

La actividad turística es clave para la economía de nuestro país. Numerosos destinos turísticos se enfrentan a un problema sistémico en el que tiene mucho que ver el deterioro físico de sus dotaciones y respecto de los cuales, la aplicación de estrategias de rehabilitación, regeneración y renovación urbana podrían generar impactos positivos que, a su vez, servirían de palanca imprescindible para el desarrollo económico de España.

1.5. El parque edificado español necesita intervenciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas que permitan hacer efectivo para todos, el derecho constitucional a una vivienda digna y adecuada, así como la exigencia del deber de sus propietarios de mantener los inmuebles en adecuadas condiciones de conservación. 

Más del 58% de dicho parque edificado es anterior al año 1980 y existen, aproximadamente, 25 millones de viviendas, de las que la mitad tienen más de 30 años y cerca de 6 millones cuentan con más de 50 años. 

1.6. El parque edificado español se separa a gran distancia de las exigencias europeas relativas a la eficiencia energética de los edificios y, a través de ellos, de las ciudades. 

Casi el 58% de nuestros edificios se construyó con anterioridad a la primera normativa que introdujo en España unos criterios mínimos de eficiencia energética: la Norma Básica de la Edificación NBE-CT-79 (sobre Condiciones Térmicas en los Edificios) del año 1979.

Precisamente, la reciente Directiva 2012/27/UE, relativa a la eficiencia energética, obliga no sólo a renovar anualmente un porcentaje significativo de los edificios de las Administraciones públicas para mejorar su rendimiento energético, sino a que los Estados miembros establezcan, también, una estrategia a largo plazo, hasta el año 2020, destinada a movilizar inversiones en la renovación de edificios residenciales y comerciales particulares, para mejorar el rendimiento energético del conjunto del parque inmobiliario. A través de esta estrategia de renovaciones exhaustivas y rentables que reduzcan el consumo de energía de los edificios, en porcentajes significativos con respecto a los niveles anteriores a la renovación, se crearán además oportunidades de crecimiento y de empleo en el sector de la construcción.

1.7. La futura normativa viene impuesta por las exigencias de la Unión Europea y de compromisos internacionales asumidos por España. 

Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de vivienda y urbanismo, el Estado no puede mantenerse al margen de la realidad del sector inmobiliario español, y con él, de nuestra economía, ni tampoco de los retos sociales y ambientales existentes, no sólo porque parte de las respuestas corresponden a su ámbito competencial, sino también porque muchas de las exigencias que se demandan en relación con un medio urbano sostenible y competitivo, proceden en la actualidad de la Unión Europea, o de compromisos internacionales asumidos por España. Entre ellos, la Declaración de Toledo, de acuerdo con la cual «la batalla principal de la sostenibilidad urbana se ha de jugar precisamente en la consecución de la máxima ecoeficiencia posible en los tejidos urbanos de la ciudad ya consolidada», y en la que se destaca la importancia de la regeneración urbana integrada y su potencial estratégico para un desarrollo urbano más inteligente, sostenible y socialmente inclusivo en Europa.

1.8. Contenido y estructura de la Ley.

La LRRRU se compone de 19 artículos sistematizados en un Título Preliminar, dos Títulos, cuatro Disposiciones Adicionales, dos Disposiciones Transitorias, una Disposición Derogatoria única y veinte Disposiciones Finales.

CAPÍTULO 2. EL INFORME DE EVALUACIÓN DE LOS EDIFICIOS 

2.1. Finalidad. 

El Título I contiene la regulación básica del Informe de Evaluación de los Edificios,  partiendo de la establecida por el Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa, pero superando algunas de sus insuficiencias como la que lo identificaba plenamente con la Inspección Técnica de Edificios regulada por las Comunidades Autónomas y por algunos Ayuntamientos. 

El legislador estatal, al regular este Informe de Evaluación, trata de asegurar la calidad y sostenibilidad del parque edificado, así como obtener información que le permita orientar el ejercicio de sus propias políticas. Para ello, se dota de un instrumento que otorga la necesaria uniformidad a los contenidos que se entienden necesarios para asegurar el cumplimiento de dichos objetivos, todo ello sin prejuzgar las concretas medidas de intervención administrativa que deban poner en marcha las Administraciones competentes, para ir adaptando (de manera gradual en el tiempo) el parque edificado español, a unos criterios mínimos de calidad y sostenibilidad.

Su exigencia también se limita a aquellos edificios que tienen verdadera transcendencia en relación con los mencionados objetivos, así como con una determinada política económica y de vivienda a escala estatal, que son los de tipología colectiva y siempre que su uso sea el residencial o asimilado.

Se busca también facilitar a las Administraciones competentes un instrumento que les permita disponer de la información precisa para evaluar el cumplimiento de las condiciones básicas legalmente exigibles, tanto en materia de conservación, como de accesibilidad. 

Por último, el informe contiene un apartado de carácter orientativo sobre un aspecto clave para mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, la eficiencia energética y el cumplimiento de Directiva 2010/31/UE, de 19 de mayo de 2010, sobre la Certificación de la Eficiencia Energética de los Edificios. Dado que la Directiva exige que esta certificación se adjunte cuando una vivienda se ponga en venta o en alquiler, en aras de una mayor transparencia del mercado, una mayor información para los propietarios y un menor coste en su emisión, se busca incluirla en el informe de evaluación del edificio.

2.2. Contenido normativo. 

Los artículos 4, 5 y 6 regulan el Informe de Evaluación de los Edificios en los siguientes términos:

- Los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología residencial de vivienda colectiva podrán ser requeridos por la Administración competente para que acrediten la situación en la que se encuentran aquéllos, al menos en relación con el estado de conservación del edificio y con el cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal, así como sobre el grado de eficiencia energética de los mismos. 

- El Informe de Evaluación identificará el bien inmueble con expresión de su referencia catastral y contendrá, de manera detallada: La evaluación del estado de conservación del edificio; la evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas y la certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente y con independencia de su venta o alquiler, en todo o en parte. 

- El Informe de Evaluación realizado por encargo de la comunidad o agrupación de comunidades de propietarios que se refieran a la totalidad de un edificio o complejo inmobiliario extenderá su eficacia a todos y cada uno de los locales y viviendas existentes. 

- El Informe de Evaluación tendrá una periodicidad mínima de diez años, pudiendo establecer las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos una periodicidad menor. 

- El incumplimiento del deber de cumplimentar en tiempo y forma el Informe de Evaluación tendrá la consideración de infracción urbanística, con el carácter y las consecuencias que atribuya la normativa urbanística aplicable al incumplimiento del deber de dotarse del informe de inspección técnica de edificios o equivalente, en el plazo expresamente establecido. 

- Los Informes de Evaluación de los Edificios servirán para nutrir los censos públicos de construcciones, edificios, viviendas y locales precisados de rehabilitación. 

- El Informe de la Evaluación de los Edificios podrá ser suscrito tanto por los técnicos facultativos competentes como, en su caso, por las entidades de inspección registradas que pudieran existir en las Comunidades Autónomas, siempre que cuenten con dichos técnicos. 

- Cuando se trate de edificios pertenecientes a las Administraciones Públicas podrán suscribir los Informes de Evaluación, en su caso, los responsables de los correspondientes servicios técnicos. 

2.3. Cualificaciones requeridas para suscribir los Informes de Evaluación de Edificios. 

La Disposición Final Decimoctava establece que mediante Orden del Ministerio de Industria, Energía y Turismo y del Ministerio de Fomento, se determinarán las cualificaciones requeridas para suscribir los Informes de Evaluación de Edificios, así como los medios de acreditación. 
2.4. Calendario para la realización del Informe de Evaluación de los Edificios. 

La Disposición Transitoria Primera tiene como objeto establecer el calendario para que los propietarios de las edificaciones se doten del Informe de Evaluación estableciendo el siguiente esquema gradual:

- Los edificios de tipología residencial de vivienda colectiva con una antigüedad superior a 50 años, en el plazo máximo de cinco años, a contar desde la fecha en que alcancen dicha antigüedad, salvo que ya cuenten con una inspección técnica vigente, realizada de conformidad con su normativa aplicable y con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley. En este último caso, se exigirá el Informe de Evaluación cuando corresponda su primera revisión de acuerdo con aquella normativa, siempre que la misma no supere el plazo de diez años, a contar desde la entrada en vigor de esta Ley. Si así fuere, el Informe de Evaluación del Edificio deberá cumplimentarse con aquellos aspectos que estén ausentes de la inspección técnica realizada. 

- Los edificios que pretendan acogerse a ayudas públicas estatales con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad o eficiencia energética, con anterioridad a la formalización de la petición de la correspondiente ayuda. 

- El resto de los edificios, cuando así lo determine la normativa autonómica o municipal.
2.5. Programa de apoyo a la implantación del Informe de evaluación de los edificios. 

El Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, que cité en la Introducción y que aprueba el Plan Estatal de fomento del alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas (2013-2016) contiene un «Programa de apoyo a la implantación del Informe de evaluación de los edificios» que tiene por objeto el impulso a la implantación y generalización del Informe de evaluación de los edificios, regula una subvención que cubra parte de los gastos de honorarios profesionales por su emisión, pudiendo ser beneficiarios las comunidades de vecinos, agrupaciones de comunidades o propietarios únicos de edificios de carácter predominantemente residencial, que cuenten con el informe de evaluación antes de que finalice el año 2016.

CAPÍTULO 3. LAS ACTUACIONES SOBRE EL MEDIO URBANO 

El Título II (Capítulos I, II y III) se ocupa de las actuaciones sobre el medio urbano disciplinando los siguientes aspectos:

- El objeto de las actuaciones (artículo 7) 

- Los sujetos obligados (artículo 8) 

- La ordenación de las actuaciones (artículos 9 a 12) y 

- La gestión de las actuaciones (artículos 13 a 19) 

3.1. Objeto de las actuaciones (art. 7).

Las actuaciones sobre el medio urbano son aquellas que tienen por objeto realizar obras:

- de rehabilitación edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones, 

- y de regeneración y renovación urbanas, cuando afecten, tanto a edificios, como a tejidos urbanos en los que existan problemas de obsolescencia, vulnerabilidad, degradación o deterioro, así como situaciones graves de pobreza energética, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificación en sustitución de edificios previamente demolidos. 

El Real Decreto 233/2013, ya citado, contempla entre sus programas el Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria y en él se establecen las actuaciones sobre el medio urbano subvencionables. 

3.2. Sujetos obligados (art. 8).

La realización de las obras comprendidas en las actuaciones corresponde a:

- Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación. En ausencia de éste, o cuando el contrato no contenga cláusula alguna relativa a la citada proporción, corresponderá a unos u otros, en función de si las obras tienen o no el carácter de reparaciones menores motivadas por el uso diario de la vivienda, sus instalaciones y servicios. La determinación se realizará de acuerdo con la normativa reguladora de la relación contractual y, en su caso, con las proporciones que figuren en el Registro de la Propiedad, relativas al bien y a sus elementos anexos de uso privativo. 

- Las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones de comunidades de propietarios, así como las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes de la construcción, el edificio o complejo inmobiliario en régimen de propiedad horizontal y de los condominios, sin perjuicio del deber de los propietarios de las fincas o elementos separados de uso privativo de contribuir, en los términos de los estatutos de la comunidad o agrupación de comunidades o de la cooperativa, a los gastos en que incurran estas últimas. 

- Las Administraciones Públicas, cuando afecten a elementos propios de la urbanización y no exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando éstas financien parte de la operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución subsidiaria, a costa de los obligados. 

3.3. Ordenación de las actuaciones (arts. 9 a 12).

3.3.1. Iniciativa en la ordenación de las actuaciones.
a) Sujetos legitimados:

La iniciativa para proponer la ordenación de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas, podrá partir de:

- las Administraciones Públicas, 

- las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas, 

- los propietarios, 

- las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, 

- las cooperativas de vivienda constituidas al efecto, 

- los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas, 

- los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, 

- y las empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de cualesquiera de los sujetos anteriores. 

b) Potestades de las Administraciones Públicas:

- Adoptarán medidas que aseguren la realización de las obras de conservación, y la ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria, de regeneración y renovación urbanas que sean precisas, 

- Y, en su caso, formularán y ejecutarán los instrumentos que las establezcan.

c) Prioridades:

Serán prioritarias las medidas que procedan:

- para eliminar situaciones de infravivienda, 

- para garantizar la accesibilidad universal y un uso racional de la energía, 

- así como aquellas que, con tales objetivos, partan de la iniciativa de los propios particulares incluidos en el ámbito. 

3.3.2. Ordenación urbanística vigente. 

Si es necesario alterar la ordenación urbanística vigente, se observarán los trámites procedimentales requeridos por la legislación aplicable para realizar la correspondiente modificación (no obstante, tal legislación podrá prever que, determinados programas u otros instrumentos de ordenación se aprueben de forma simultánea a aquella modificación, o independientemente de ella, por los procedimientos de aprobación de las normas reglamentarias, con los mismos efectos que tendrían los propios planes de ordenación urbanística), y, en cualquier caso, incorporarán el informe o memoria de sostenibilidad económica que regula el artículo 11 de la Ley. 

Si no es necesario alterar la ordenación urbanística vigente, se precisa la delimitación y aprobación de un ámbito de actuación conjunta, o la identificación de la actuación aislada que corresponda, a propuesta de los sujetos interesados y a elección del Ayuntamiento.

El acuerdo administrativo mediante el cual se delimiten los ámbitos de actuación conjunta o se autoricen las actuaciones que deban ejecutarse de manera aislada, garantizará, en todo caso, la realización de las notificaciones requeridas por la legislación aplicable y el trámite de información al público cuando éste sea preceptivo, conteniendo, además y como mínimo, los extremos siguientes:

- Avance de la equidistribución que sea precisa, entendiendo por tal la distribución, entre todos los afectados, de los costes derivados de la ejecución de la correspondiente actuación y de los beneficios imputables a la misma, incluyendo entre ellos las ayudas públicas y todos los que permitan generar algún tipo de ingreso vinculado a la operación.

La equidistribución tomará como base las cuotas de participación que correspondan a cada uno de los propietarios en la comunidad de propietarios o en la agrupación de comunidades de propietarios, en las cooperativas de viviendas que pudieran constituirse al efecto, así como la participación que, en su caso, corresponda, de conformidad con el acuerdo al que se haya llegado, a las empresas, entidades o sociedades que vayan a intervenir en la operación, para retribuir su actuación.

- El plan de realojo temporal y definitivo, y de retorno a que dé lugar, en su caso.
3.3.3. Ocupación de superficies de espacios libres o de dominio público.

Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público que resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos, así como las superficies comunes de uso privativo, tales como vestíbulos, descansillos, sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se ubican en el suelo, como en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte viable, técnica o económicamente, ninguna otra solución para garantizar la accesibilidad universal y siempre que asegure la funcionalidad de los espacios libres, dotaciones públicas y demás elementos del dominio público. A tales efectos, los instrumentos de ordenación urbanística garantizarán la aplicación de dicha regla, bien permitiendo que aquellas superficies no computen a efectos del volumen edificable, ni de distancias mínimas a linderos, otras edificaciones o a la vía pública o alineaciones, bien aplicando cualquier otra técnica que, de conformidad con la legislación aplicable, consiga la misma finalidad.
Lo dispuesto anteriormente será también de aplicación a los espacios que requieran la realización de obras que consigan reducir al menos, en un 30 por ciento la demanda energética anual de calefacción o refrigeración del edificio y que consistan en:

- la instalación de aislamiento térmico o fachadas ventiladas por el exterior del edificio, o el cerramiento o acristalamiento de las terrazas ya techadas.

- la instalación de dispositivos bioclimáticos adosados a las fachadas o cubiertas.

- la realización de las obras y la implantación de las instalaciones necesarias para la centralización o dotación de instalaciones energéticas comunes y de captadores solares u otras fuentes de energía renovables, en las fachadas o cubiertas cuando consigan reducir el consumo anual de energía primaria no renovable del edificio, al menos, en un 30 por ciento.

- la realización de obras en zonas comunes o viviendas que logren reducir, al menos, en un 30 por ciento, el consumo de agua en el conjunto del edificio.
3.3.4. Actuaciones que afecten a bienes sujetos a regímenes de protección cultural. 

Cuando las actuaciones afecten a inmuebles declarados de interés cultural o sujetos a cualquier otro régimen de protección, deberán ser informadas favorablemente, o autorizadas, en su caso, por el órgano competente para la gestión del régimen de protección aplicable, de acuerdo con su propia normativa.

3.3.5. Memoria de viabilidad económica.

La ordenación y ejecución de las actuaciones anteriores requerirá la realización, con carácter previo, de una memoria que asegure su viabilidad económica, en términos de rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal de conservación y de un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la misma, para los propietarios incluidos en su ámbito de actuación y contendrá, al menos, los siguientes elementos:

- Un estudio comparado de los parámetros urbanísticos existentes y, en su caso, de los propuestos, con identificación de las determinaciones urbanísticas básicas referidas a edificabilidad, usos y tipologías edificatorias y redes públicas que habría que modificar. La memoria analizará, en concreto, las modificaciones sobre incremento de edificabilidad o densidad, o introducción de nuevos usos, así como la posible utilización del suelo, vuelo y subsuelo de forma diferenciada, para lograr un mayor acercamiento al equilibrio económico, a la rentabilidad de la operación y a la no superación de los límites del deber legal de conservación.

- Las determinaciones económicas básicas relativas a los valores de repercusión de cada uso urbanístico propuesto, estimación del importe de la inversión, incluyendo, tanto las ayudas públicas, directas e indirectas, como las indemnizaciones correspondientes, así como la identificación del sujeto o sujetos responsables del deber de costear las redes públicas.

- El análisis de la inversión que pueda atraer la actuación y la justificación de que la misma es capaz de generar ingresos suficientes para financiar la mayor parte del coste de la transformación física propuesta, garantizando el menor impacto posible en el 

3.4. Gestión de las actuaciones (arts. 13 a 19).

3.4.1. Actuaciones integradas y actuaciones aisladas. 

Las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas podrán ejecutarse, a elección de la Administración actuante:

- de manera integrada, mediante la delimitación de un ámbito de actuación conjunta, que podrá tener carácter continuo o discontinuo, 

- o de forma aislada. 

En ambos casos, de conformidad con las reglas procedimentales establecidas por la legislación de ordenación territorial y urbanística.

3.4.2. Delimitación de los ámbitos de actuación conjunta e identificación de las actuaciones aisladas. 

El acuerdo administrativo mediante el cual se delimiten los ámbitos de actuación conjunta o se identifiquen las actuaciones que deban ejecutarse de manera aislada, garantizará, en todo caso, el trámite de información pública y la realización de las notificaciones requeridas por la legislación aplicable, conteniendo, además y como mínimo, los extremos siguientes:

- Avance de la equidistribución que sea precisa, entendiendo por tal la distribución, entre todos los afectados, de los costes derivados de la ejecución de la correspondiente actuación y de los beneficios imputables a la misma.

- El plan de realojo temporal y definitivo y de retorno a que dé lugar, en su caso. 

3.4.3. Efectos de la delimitación de los ámbitos de gestión y ejecución de las actuaciones.

La delimitación espacial del ámbito de actuación de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas, sea conjunta o aislada, una vez firme en vía administrativa, provoca los siguientes efectos:

- La declaración de la utilidad pública o, en su caso, el interés social, a los efectos de la aplicación de los regímenes de expropiación, venta y sustitución forzosas de los bienes y derechos necesarios para su ejecución, y su sujeción a los derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración actuante. 

- Legitima la ocupación de las superficies de espacios libres o de dominio público de titularidad municipal que sean indispensables para la actuación. Cuando fuere preciso ocupar bienes de dominio público pertenecientes a otras Administraciones, los Ayuntamientos podrán solicitar a su titular la cesión de uso o desafectación de los mismos, la cual procederá, en su caso, de conformidad con lo previsto en la legislación reguladora del bien correspondiente. 

- Marca el inicio de las actuaciones a realizar, de conformidad con la forma de gestión por la que haya optado la Administración actuante. 

3.4.4. Las formas de ejecución. 

Las Administraciones Públicas podrán utilizar, para el desarrollo de la actividad de ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas todas las modalidades de gestión directa e indirecta admitidas por la legislación de régimen jurídico, de contratación de las Administraciones Públicas, de régimen local y de ordenación territorial y urbanística.

En función de la forma de gestión que se adopte, las siguientes reglas procedimentales comunes resultarán de aplicación en todo caso:

- En la expropiación, no será preciso el consentimiento del propietario para pagar el correspondiente justiprecio expropiatorio en especie, cuando el mismo se efectúe dentro del propio ámbito de gestión y dentro del plazo temporal establecido para la terminación de las obras correspondientes. Asimismo, la liberación de la expropiación no tendrá carácter excepcional, y podrá ser acordada discrecionalmente por la Administración actuante, cuando se aporten garantías suficientes, por parte del propietario liberado, en relación con el cumplimiento de las obligaciones que le correspondan.

- En la ejecución subsidiaria a cargo de la Administración Pública, ésta sustituirá al titular o titulares del inmueble o inmuebles, asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos con cargo a aquéllos.

- Tanto en los supuestos anteriores, como en todos aquellos otros que deriven de una actuación de iniciativa pública, la Administración resolverá si ejecuta las obras directamente o si procede a su adjudicación por medio de la convocatoria de un concurso público, en cuyo caso, las bases determinarán los criterios aplicables para su adjudicación y el porcentaje mínimo de techo edificado que se atribuirá a los propietarios del inmueble objeto de la sustitución forzosa, en régimen de propiedad horizontal. En dichos concursos podrán presentar ofertas cualesquiera personas físicas o jurídicas, interesadas en asumir la gestión de la actuación, incluyendo los propietarios que formen parte del correspondiente ámbito. A tales efectos, éstos deberán constituir previamente una asociación administrativa que se regirá por lo dispuesto en la legislación de ordenación territorial y urbanística, en relación con las Entidades Urbanísticas de Conservación. 

- Asimismo podrán suscribirse convenios de colaboración entre las Administraciones Públicas y las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas, que tengan como objeto, entre otros, conceder la ejecución a un Consorcio previamente creado, o a una sociedad de capital mixto de duración limitada, o por tiempo indefinido, en la que las Administraciones Públicas ostentarán la participación mayoritaria y ejercerán, en todo caso, el control efectivo, o la posición decisiva en su funcionamiento.
3.4.5. Fórmulas de cooperación y coordinación para participar en la ejecución. 

a) Sujetos legitimados para participar en la ejecución de las actuaciones:

Podrán participar en la ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas:

- las Administraciones Públicas competentes, 

- las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas, 

- las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, 

- las cooperativas de viviendas y las asociaciones administrativas constituidas al efecto, 

- los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas, 

- los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, 

- las empresas, entidades o sociedades que intervengan por cualquier título en dichas operaciones, 

- y las asociaciones administrativas. 

b) Participación en un régimen de equidistribución de cargas y beneficios:

La participación en la ejecución de las actuaciones se producirá siempre que sea posible en un régimen de equidistribución de cargas y beneficios.

c) Facultades de los sujetos legitimados:

- Actuar en el mercado inmobiliario con plena capacidad jurídica para todas las operaciones, incluidas las crediticias, relacionadas con el cumplimiento del deber de conservación.

- Constituirse en asociaciones administrativas para participar en los concursos públicos que la Administración convoque a los efectos de adjudicar la ejecución de las obras correspondientes.

- Asumir, por sí mismos o en asociación con otros sujetos, públicos o privados, intervinientes, la gestión de las obras. 

- Constituir un fondo de conservación y de rehabilitación, que se nutrirá con aportaciones específicas de los propietarios a tal fin y con el que podrán cubrirse impagos de las cuotas de contribución a las obras correspondientes. 

- Ser beneficiarios directos de cualesquiera medidas de fomento establecidas por los poderes públicos, así como perceptoras y gestoras de las ayudas otorgadas a los propietarios de fincas. 

- Otorgar escrituras públicas de modificación del régimen de propiedad horizontal. 

- Ser beneficiarios de la expropiación. 

- Solicitar créditos con el objeto de obtener financiación para las obras de conservación y las actuaciones. 

d) Asociaciones administrativas:

Las asociaciones administrativas tendrán personalidad jurídica propia y naturaleza administrativa y se regirán por sus estatutos con independencia de las demás reglas procedimentales específicas que provengan de la legislación de ordenación territorial y urbanística. Dependerán de la Administración urbanística actuante, a quien competerá la aprobación de sus estatutos, a partir de cuyo momento adquirirán la personalidad jurídica.

e) Convenios para la financiación de las actuaciones:

Las Administraciones Públicas actuantes, los agentes responsables de la gestión y ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas, así como los demás sujetos participantes podrán celebrar entre sí, a los efectos de facilitar la gestión y ejecución de las mismas, entre otros, los siguientes contratos:

- Contrato de cesión, con facultad de arrendamiento u otorgamiento de derecho de explotación a terceros, de fincas urbanas o de elementos de éstas por tiempo determinado a cambio del pago aplazado de la parte del coste que corresponda abonar a los propietarios de las fincas. 

- Contrato de permuta o cesión de terrenos y/o parte de la edificación sujeta a rehabilitación por determinada edificación futura. 

- Contrato de arrendamiento o cesión de uso de local, vivienda o cualquier otro elemento de un edificio por plazo determinado a cambio de pago por el arrendatario o cesionario del pago de todos o de alguno de los siguientes conceptos: impuestos, tasas, cuotas a la comunidad o agrupación de comunidades de propietarios o de la cooperativa, gastos de conservación y obras de rehabilitación y regeneración y renovación urbanas. 

- Convenio de explotación conjunta del inmueble o partes del mismo. 

- Cooperación interadministrativa. Podrán beneficiarse de la colaboración y la cooperación económica de la Administración General del Estado, en cualquiera de las formas previstas legalmente y teniendo prioridad en las ayudas estatales vigentes, las actuaciones con cobertura en los correspondientes planes estatales que tengan por objeto:

a) La conservación, la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas tal y como se definen en esta Ley y se conciban en los correspondientes Planes estatales.

b) La elaboración y aprobación de los instrumentos necesarios para la ordenación y la gestión de las actuaciones reguladas por esta Ley y, en especial, de aquellos que tengan por finalidad actuar sobre ámbitos urbanos degradados, desfavorecidos y vulnerables o que padezcan problemas de naturaleza análoga que combinen variables económicas, ambientales y sociales.

c) Aquellas otras actuaciones que, con independencia de lo dispuesto en la letra anterior, tengan como objeto actuar en ámbitos de gestión aislada o conjunta, con la finalidad de eliminar la infravivienda, garantizar la accesibilidad universal o mejorar la eficiencia energética de los edificios.

Las Administraciones Públicas fomentarán de manera conjunta la actividad económica, la sostenibilidad ambiental y la cohesión social y territorial. A tales efectos, podrán suscribir los convenios interadministrativos de asignación de fondos que correspondan.

3.4.6. Organización de la cooperación interadministrativa.

Las Administraciones Públicas que cooperen en la gestión de las actuaciones reguladas por la Ley podrán acordar mediante convenio, en el que podrán participar las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, así como, en su caso, las asociaciones administrativas de unas y otras y los restantes sujetos legitimados, los siguientes aspectos:

- La organización de la gestión de la ejecución, que podrá revestir la forma de consorcio o de sociedad mercantil de capital mixto, incluso con participación privada minoritaria.

- El procedimiento y la competencia para la determinación del gestor directamente responsable de la ejecución cuando no la asuma directamente una de las Administraciones actuantes o el consorcio o la sociedad constituidos al efecto.

- Los términos y las condiciones concretas, incluidas las ayudas e incentivos públicos, de la ordenación y la ejecución de la actuación de que se trate, los cuales podrán, a su vez, ser concretados mediante acuerdos entre el gestor responsable de la actuación y cualesquiera de los sujetos legitimados.

- Todos estos convenios tendrán carácter jurídico-administrativo, correspondiendo a la jurisdicción contencioso-administrativa el conocimiento de cualesquiera cuestiones relacionadas con ellos.
3.4.7. Los derechos de realojamiento y de retorno. 

En la ejecución de las actuaciones que requieran el desalojo de los ocupantes legales de inmuebles que constituyan su residencia habitual, deberán garantizar el derecho de aquéllos al realojamiento:

- la Administración expropiante o, en su caso, el beneficiario de la expropiación, cuando se actúe por expropiación. La entrega de una vivienda de reemplazo, en el régimen en que se viniera ocupando la expropiada, equivaldrá al abono del justiprecio expropiatorio, salvo que el expropiado opte por percibirlo en metálico, en cuyo caso no tendrá derecho de realojo. 

- el promotor de la actuación, cuando se actúe mediante ámbitos de gestión conjunta y procedimientos no expropiatorios. En estos casos, el promotor deberá garantizar el realojamiento, en las condiciones que establezca la legislación aplicable. 

Cuando se actúe de manera aislada y no corresponda aplicar la expropiación, los arrendatarios que, a consecuencia de las obras de rehabilitación o demolición no puedan hacer uso de las viviendas arrendadas, tendrán el derecho a un alojamiento provisional, así como a retornar cuando sea posible, siendo ambos derechos ejercitables frente al dueño de la nueva edificación, y por el tiempo que reste hasta la finalización del contrato.

Para hacer efectivo el derecho de retorno, el propietario de la finca deberá proporcionar una nueva vivienda, cuya superficie no sea inferior al cincuenta por ciento de la anterior y siempre que tenga, al menos, noventa metros cuadrados, o no inferior a la que tuviere, si no alcanzaba dicha superficie, de características análogas a aquélla y que esté ubicada en el mismo solar o en el entorno del edificio demolido o rehabilitado
Todo procedimiento de realojamiento respetará, al menos, las siguientes normas procedimentales comunes:

- La Administración actuante identificará a los ocupantes legales, mediante cualquier medio admitido en derecho y les notificará la inclusión del inmueble en la correspondiente actuación, otorgándoles un trámite de audiencia que, en el caso de que exista también un plazo de información pública, coincidirá con éste. 

- Durante el trámite de audiencia o información al público, los interesados, además de acreditar que cumplen los requisitos legales necesarios para ser titulares del derecho de realojamiento podrán solicitar el reconocimiento de dicho derecho o renunciar a su ejercicio. La ausencia de contestación no impedirá a la Administración continuar el procedimiento. 

- Una vez finalizado el trámite previsto en el párrafo anterior, la Administración aprobará el listado definitivo de las personas que tienen derecho a realojamiento, si no lo hubiera hecho ya con anterioridad y lo notificará a los afectados. 

- No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, podrá reconocerse el derecho de realojamiento de otras personas que, con posterioridad al momento correspondiente, acrediten que reúnen los requisitos legales para tener dicho derecho. 

- Para hacer efectivo el derecho de realojamiento será preciso ofrecer una vivienda por cada una de las viviendas afectadas por la actuación, bien en el mismo ámbito de actuación, o, si no es posible, lo más próximo al mismo. Cuando no sea materialmente posible ofrecer dicha vivienda, los titulares del derecho de realojamiento tendrán derecho a su equivalente económico.

- La vivienda de sustitución tendrá una superficie adecuada a las necesidades del titular del derecho de realojamiento y, en el caso de que éste fuera una persona con discapacidad, será una vivienda accesible o acorde a las necesidades derivadas de la discapacidad.

- El derecho de realojamiento respetará en todo caso los límites establecidos por la legislación sobre vivienda protegida que resulte aplicable.

- El reconocimiento del derecho de realojamiento es independiente del derecho a percibir la indemnización que corresponda.

CAPÍTULO 4. LA MODIFICACIÓN DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE SUELO (REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2008, DE 20 DE JUNIO) POR LA DISPOSICIÓN FINAL DUODÉCIMA DE LA LEY DE REHABILITACIÓN, RENOVACIÓN Y RENOVACIÓN URBANAS 

4.1. Modificaciones de alcance urbanístico. 

Se modifican los artículos 2, 5, 6, 8 a 10, 12, 14 a 17, 20, 36, 37, 39, 51 y 53, la disposición adicional tercera y la disposición final primera del Real Decreto Legislativo 2/20085, de 20 de junio, por el que aprueba el texto refundido de la ley del suelo (en adelante TRLS).
La Disposición Final Duodécima modifica los artículos citados del TRLS, en un doble sentido: por un lado, se modifican artículos a los meros efectos de corregir o completar su regulación, y por otro, se introducen cambios sustanciales en la legislación urbanística estatal.

Los cambios sustanciales en el Texto Refundido de la Ley de Suelo podemos resumirlo en los siguientes aspectos:

- Se completa la regulación del deber legal de conservación de los inmuebles por parte de sus propietarios. 

- Se eliminan las cargas urbanísticas injustificadas que existen en relación con los suelos ya urbanizados y que impiden llevar a la práctica las actuaciones de rehabilitación. 

- Se completa la escueta regulación contenida respecto del suelo en situación de urbanizado, con el objeto de permitir su utilización instrumental al servicio del estatuto jurídico básico de la propiedad del suelo y del régimen de valoraciones e indemnizaciones. 

- Se pretende también limitar la posible consideración como suelos en situación de urbanizados de determinados suelos que en absoluto la tienen, tanto de conformidad con la legislación estatal como autonómica. Esta modificación se complementa con la derogación del artículo 2 del Reglamento de Valoraciones aprobado por Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre. 

 - En cuanto a las actuaciones de transformación urbanística, se introducen modificaciones tendentes a adecuar sus actuales parámetros a la realidad del medio urbano y de las actuaciones que se producen, tanto sobre el patrimonio edificado, como sobre los propios tejidos urbanos. 

- Se incorpora en la documentación de los instrumentos de planificación que comprendan la ordenación de dichas intervenciones, una memoria de sostenibilidad económica cuyo objeto será asegurar, con carácter previo a la ejecución de las mismas, que se produce un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas. 

- Se incluyen también normas excepcionales para aquellos supuestos en los que la actuación se proyecta sobre zonas muy degradadas de las ciudades, o con un porcentaje de infravivienda muy elevado. 

- También se adapta a este nuevo régimen, el de los deberes urbanísticos establecidos por el artículo 16 del TRLS. 

- Se introducen cambios importantísimos en la institución de los patrimonios públicos del suelo, que por su especial transcendencia, analizo en Capitulo especial al efecto, seguidamente.

4.2. Modificaciones de alcance civil-registral. 

Como artículos modificados del TRLS que tienen una trascendencia jurídico civil-registral, están:

- Artículo 17: Formación de fincas y parcelas y relación entre ellas. 

- Artículo 20: Declaración de obra nueva. 

- Artículo 51: Actos inscribibles. 

- Artículo 53: Clases de asientos. 

CAPÍTULO 5. ESPECIAL REFERENCIA A LAS MODIFICACIONES AFECTANTES A LOS PATRIMONIOS PÚBLICOS DEL SUELO

5.1. Concepto de patrimonios públicos de suelo.

Los patrimonios públicos de suelo (en adelante PMS) se integran por los bienes, recursos y derechos que adquiere la Administración urbanística por el deber que tienen  los propietarios de suelos en los que se realizan actuaciones urbanísticas de ceder gratuitamente suelo urbanizado con aprovechamiento urbanístico  con la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la  ejecución de la ordenación territorial y urbanística.

5.2. Modificaciones.

Las modificaciones realizadas por la LRRRU, en el régimen previsto para los PMS en el TRLS, otorgan una nueva dimensión a la institución convirtiéndola en un instrumento más al servicio de los nuevos objetivos de reconversión de la ciudad existente.

- La Disposición final duodécima. Quince., de la Ley 8/2013 modifica el apartado 1 del art. 39 del TRLS que pasa a tener la siguiente redacción: "Los bienes y recursos que integran necesariamente los patrimonios públicos de suelo en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, salvo lo dispuesto en el art. 16.2 a). Podrán ser destinados también a otros usos de interés social, de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística, sólo cuando así lo prevea la legislación en la materia especificando los fines admisibles, que serán urbanísticos, de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural, o de carácter socio-económico para atender las necesidades que requiera el carácter integrado de operaciones de regeneración urbana".

 - El art. 16 del TRLS también es modificado por la Disposición final duodécima. Diez., incorporando la siguiente redacción su párrafo 2. a): "Cuando se trate de las actuaciones de dotación a que se refiere el art. 14.1.b), los deberes anteriores se exigirán con las siguientes salvedades: el deber de entregar a la Administración competente el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística, se determinará atendiendo sólo al incremento de la edificabilidad media ponderada que, en su caso, resulte de la modificación del instrumento de ordenación. Dicho deber podrá cumplirse mediante la sustitución de la entrega de suelo por su valor en metálico, con la finalidad de costear la parte de financiación pública que pudiera estar prevista en la propia actuación, o a integrarse en el patrimonio público de suelo, con destino preferente a actuaciones de rehabilitación o de regeneración y renovación urbanas".

La principal novedad del nuevo art. 39.1 consiste en excluir del régimen general de usos los bienes previstos en el nuevo art. 16.2.a) y en incluir un nuevo concepto en la definición de usos de interés social que había realizado la Ley del Suelo estatal anterior de 2007, de forma que a los fines admisibles se unen los de carácter socio-económico para atender las necesidades que requiera el carácter integrado de operaciones de regeneración urbana.

Esta modificación de calado en el régimen de los PMS consiste en la ampliación del concepto de interés social. Así, la nueva redacción del art. 39.1 incluye los fines  de carácter socio-económico. La cuestión de qué puede ser un uso socio-económico se plantea como francamente difícil, máxime si tenemos en cuenta que no se trata de cualesquiera actividades socio-económicas sino únicamente de aquellas que traigan cuenta de la ejecución de actuaciones de regeneración urbana. Serían múltiples las actuaciones públicas que podrían realizarse bajo el ámbito referido, sin embargo, debe hacerse notar la importancia que la Ley 8/2013 otorga a las actuaciones de carácter turístico. Además, en toda operación de regeneración urbana existen o pueden existir dos actuaciones con innegables connotaciones de carácter socio-económico. Se trata del derecho de realojamiento y del derecho de retorno de los propietarios o moradores de los inmuebles afectados por la operación, de tal forma que cuando la actuación sea de iniciativa pública los gastos generados por el ejercicio de los citados derechos serán de cuenta de la Administración actuante, gastos con innegable carácter social, por lo que podría entenderse que este tipo de actuaciones podrían sufragarse con cargo al PMS. 

En cuanto al art. 16.2.a) la novedad consiste en la determinación de usos concretos y distintos de los habituales para el importe resultante de la monetarización (conversión a metálico) del aprovechamiento urbanístico cuando éste resulte de operaciones de dotación (las que tienen por objeto incrementar las dotaciones públicas de un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su proporción con la mayor edificabilidad o densidad o con nuevos usos).

Esta importante modificación legislativa pone claramente la institución del PMS a disposición de los fines buscados por la Ley 8/2013: la nueva idea de huir de la creación de ex novo de ciudad y centrarse en la rehabilitación, regeneración y renovación de la ciudad existente. Para ello, entre otros medios, la nueva norma estatal utiliza la figura del PMS para buscar una vía de financiación a las actuaciones urbanísticas de dotación y plantea ésta a través de la conversión a metálico del suelo procedente de este tipo de actuaciones, metálico que, en su caso, podrá destinarse también directamente a la ejecución de actuaciones de rehabilitación, regeneración o renovación urbana.

Como conclusión y citando a la jurista Estefanía Pérez López: “Los PMS se convierten en un instrumento más al servicio de la rehabilitación, regeneración y renovación urbanas en los términos de LRRRU. Abandonada por el legislador la idea de crear nueva ciudad, los PMS se ponen a disposición de la rehabilitación de la ya existente. De esta forma el concepto de interés social se amplía al ámbito socio-económico siempre que se trate de actuaciones integradas de regeneración urbana y los fondos procedentes de su gestión podrán dedicarse de forma directa a la financiación de los gastos públicos en la actuación de dotación de que traigan cuenta, dejando de pertenecer necesariamente al PMS, como había sido hasta el 2013, e incorporándose en éste, únicamente, en defecto de la posibilidad anterior y siempre con la regeneración y la renovación urbanas como destinos preferentes. Esta nueva vertiente de los PMS se aleja bastante del origen primigenio de la institución cuando en la Ley del Suelo de 1956 nacían con la finalidad de regular el precio del suelo. La propia Exposición de Motivos de la LRRRU reconoce la innecesariedad de crear más suelo con destino a la construcción de viviendas, por existir más oferta que demanda, lo que está provocando en sí mismo y sin necesidad de intervenciones públicas, la caída del precio de la vivienda. Siendo así las cosas, los PMS se apartan de sus orígenes para reconvertirse en otra institución al servicio de nuevas finalidades”. (ARTÍCULO( Pérez López, Estefanía (2013). “El patrimonio municipal del suelo tras la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas”, pp. 56-61. Revista Práctica Urbanística, nº 125, noviembre-diciembre de 2013. Editorial La Ley.

CAPÍTULO 6.  SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY

6.1. Planteamiento de la cuestión.

La LRRRU nace con grandes dudas sobre su constitucionalidad, ya que el legislador estatal en la Disposición final decimonovena dice que  la ley tiene el carácter de legislación básica al afectar a las bases  y coordinación  de la planificación general de la actividad económica (artículo 149.1.13.º de la Constitución Española, en adelante CE) y competencialmente se ampara también, según para qué contenidos de la ley, en diversos números competenciales del citado artículo,  a los que más adelante me referiré.

El problema es que el legislador estatal al pretender fundamentar la ley en su competencia exclusiva para regular la actividad económica general y con carácter básico la materia medioambiental, ha rodeado posiblemente la competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas (en adelante CCAA) en materia de urbanismo, ordenación del territorio y vivienda (artículo 138.1.3.º CE). Esta delimitación competencial que quedó perfectamente fijada por el Tribunal Constitucional en la célebre Sentencia 61/1997, de 20 de marzo (y posteriores), al declarar inconstitucional y nula gran parte de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio), parece no haber sido respetada por el legislador estatal, dando lugar a la interposición contra la misma de dos recursos de inconstitucionalidad, por los Gobiernos autonómicos de Cataluña y de Madrid, a los que más adelante me referiré más detenidamente.

En efecto, el legislador estatal, tentando nuevamente a la suerte, parece atentar de nuevo, con esta ley, contra la sutil línea que delimita la competencia exclusiva de las CCAA en materia de urbanismo y vivienda,  y justifica el contenido de la LRRRU en las siguientes disposiciones constitucionales, que a continuación se citan.

6.2. Competencias estatales en esta Ley.
-  Art. 149.1.13: Planificación general de la actividad económica. Con carácter general.

- Art. 149.1.1: Igualdad de condiciones en el ejercicio de derechos y deberes constitucionales. Competencia muy socorrida para justificar intromisiones estatales en materia de urbanismo, competencia exclusiva autonómica.

- Art. 149.1.8: Legislación civil. Esta competencia justifica las modificaciones operadas en la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal a través de la Disposición Final 1.ª. 

- Art. 149.1.14: Hacienda General y Deuda del Estado. Esta competencia justifica la regulación de la financiación de las actuaciones objeto de la ley.
- Art. 149.1.16: Sanidad, bases y coordinación de la sanidad. Esta competencia justifica la supresión de las trabas urbanísticas para llevar a cabo obras de rehabilitación y renovación y de accesibilidad universal en los edificios y para reducir la demanda energética de los mismos. Puede invadir competencias exclusivas de las CCAA en materia urbanística, pues afecta directamente al concepto de edificios fuera de ordenación, imposibilidad de realizar obras de aumento de volumen o consolidación y los aprovechamientos y volúmenes edificables, cuestiones a regular por los instrumentos de ordenación urbanística (planes).
- Art. 149.1.18: Bases del régimen jurídico de las administraciones públicas, procedimiento administrativo común, legislación sobre expropiación forzosa y el sistema de responsabilidad de las administraciones públicas. Ampara la expropiación como sistema de ejecución y la considera aplicable como regla procedimental común en todo caso, junto con la ejecución subsidiaria. 

- Art. 149.1.23: Legislación básica sobre protección del medio ambiente. Este amparo es el más justificado de toda la ley, ya que en base a conseguir una mayor sostenibilidad ambiental en línea con las políticas y directivas europeas, se exige el Informe de Evaluación de los Edificios.  

- Art.149.1.25: Bases del régimen energético y regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales. Esta competencia ampara el régimen de infracciones y sanciones y la regulación de los títulos profesionales para emitir y suscribir el Informe de Evaluación de los Edificios IEE. 

6.3. Competencias de las Comunidades Autónomas en materia de urbanismo y vivienda.

Esas son las habilitaciones competenciales sobre las cuales el legislador estatal sustenta la ley, pero contra  la misma, como dije anteriormente, los Gobiernos Autonómicos de Cataluña y Madrid han interpuesto sendos recursos de inconstitucionalidad por invasión de competencias exclusivas autonómicas, especialmente en materia de urbanismo y vivienda.

En efecto, en el Boletín Oficial del Estado de 14 de noviembre de 2013 y de 13 de mayo de 2014, se han publicado sendos anuncios, en los que el Pleno del Tribunal Constitucional mediante providencias acuerda admitir a trámite los siguientes recursos:

- Recurso de inconstitucionalidad n.º 5493-2013, contra los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 15 y las disposiciones transitoria primera, final duodécima, apartado cinco, en cuanto a la redacción dada a los apartados 7 y 8 del artículo 9 de la Ley de Suelo, Texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, y final decimoctava de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación Urbanas, promovido por el Gobierno de Cataluña.

- Recurso de inconstitucionalidad n.º 1976-2014, contra los artículos 9.1; 10.1, 2, 3 y 4; 12; 13.2 y 3; 15.1 y 3; 16; disposición transitoria segunda y disposición final duodécima de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, en cuanto modifican los artículos 2; 6.3 y 5; 8.3 a) y c); 9.2, 3, 8 y 9; 10.1 b); 12.3; 14.1, 2 y 3; 15.4; 16.1 b) y c); 17.3, 4 y 6 y 39.1 del texto refundido de la Ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, promovido por el Gobierno de la Comunidad de Madrid.

Como puede observarse las pretensiones de inconstitucionalidad del Gobierno catalán son más ambiciosas que las del madrileño, pretenden la declaración de inconstitucionalidad de más artículos y disposiciones de la ley, pero lo importante que me interesa  destacar es que ambos recursos coinciden en pretender la declaración de inconstitucionalidad de los artículos 9, 10, 12 13 y 15, que afectan más concretamente a materias de urbanismo y vivienda y, especialmente, de la Disposición final duodécima, que es la que modifica el texto refundido de la Ley del Suelo estatal, de 28 de junio de 2008.

Como ya dije, la delimitación competencial del Estado y de las CCAA en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda,  quedó perfectamente fijada por el Tribunal Constitucional en la célebre Sentencia 61/1997, de 20 de marzo (y posteriores). Así, recientemente, el Tribunal Constitucional, en la STC 170/2012, de 4 de octubre, citando el fundamento jurídico 6.a de la antes mencionada STC 61/1997, define el concepto de la materia competencial «urbanismo» en los siguientes términos:

«[E]l urbanismo, como sector material susceptible de atribución competencial, alude a la disciplina jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico, lo que, en el plano jurídico, se traduce en la «ordenación urbanística», como objeto normativo de las Leyes urbanísticas [...], el contenido del urbanismo se traduce en concretas potestades (en cuanto atribuidas a/o controladas por Entes públicos), tales como las referidas al planeamiento, la gestión o ejecución de instrumentos planificadores y la intervención administrativa en las facultades dominicales sobre el uso del suelo y edificación, a cuyo servicio se arbitran técnicas jurídicas concretas; a lo que ha de añadirse la determinación, en lo pertinente, del régimen jurídico del suelo en tanto que soporte de la actividad transformadora que implica la urbanización y edificación, [...] no debe perderse de vista que en el reparto competencial efectuado por la CE es a las Comunidades Autónomas a las que se ha atribuido la competencia exclusiva sobre el urbanismo, y por ende es a tales Entes públicos a los que compete emanar normas que afecten a la ordenación urbanística, en el sentido más arriba expuesto.» (FJ 12)

6.4. Los recursos de inconstitucionalidad y el Dictamen 9/2013, de 8 de agosto, del Consejo de Garantías Estatutarias de Cataluña.

Así planteada la cuestión, no les ha sido muy complicado a los juristas catalanes y madrileños, que han preparado los recursos de inconstitucionalidad, fundamentar los mismos. Es interesante a este respecto hacer referencia al Dictamen 9/2013, de 8 de agosto, sobre la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas del Consejo de Garantías Estatutarias de Cataluña, que se emitió con carácter previo y preceptivo al planteamiento del recurso y que recoge los fundamentos jurídicos en los que posteriormente se ha basado el recurso. En lo que se refiere al marco competencial en materia de urbanismo y vivienda, el Dictamen dice:
<<La Disposición final decimonovena de la Ley dictaminada, en su apartado 1, declara que la totalidad de la Ley tiene carácter de legislación básica sobre las bases y coordinación de la planificación de la actividad económica, de conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.13.º CE. Asimismo, el apartado 2 de esta disposición expone que esta Ley, «adicionalmente», se dicta al amparo de un abanico de competencias exclusivas del Estado, que se corresponden con las cláusulas competenciales 1, 8, 16, 18, 23, 25 y 30 del artículo 149.1 CE.
En cuanto a la competencia de la Generalitat en materia de vivienda, el Tribunal Constitucional, haciéndose eco de la STC 152/1988, de 23 de julio, ha reiterado, recientemente, que la competencia autonómica sobre esta materia faculta a la comunidad autónoma para desarrollar una política propia en este ámbito y que el Estado no dispone de una competencia específica sobre vivienda, aunque, como veremos más adelante, puede intervenir (STC 36/2012, de 15 de marzo).

En cuanto a la competencia de la Generalitat en materia de urbanismo, como en el caso anterior, se trata de una competencia exclusiva de la Generalitat en que el Estado tampoco dispone de título competencial específico equivalente, de manera que, como regla general, este último no puede intervenir en esta materia, «tanto con respecto a la función legislativa como a la ejecutiva, hasta el punto de que ni siquiera puede dictar normas de naturaleza supletoria encaminadas a integrar las hipotéticas lagunas que puedan producirse en la legislación autonómica», como declaró la conocida STC    61/1997, de 20 de marzo.>>

El dictamen continua diciendo: <<El apartado 1 de la disposición final decimonovena LRRRU declara que esta Ley tiene carácter básico al amparo del artículo 149.1.13.º CE. Este título competencial ha sido invocado a menudo por el Estado en los últimos años, lo cual ha generado una doctrina prolija por parte de este Consell sobre su alcance y sobre la necesidad de una interpretación restrictiva que evite su vis expansiva.

A continuación, de manera sintética y con el fin de contribuir a establecer el canon de constitucionalidad que requiere el presente Dictamen, expondremos nuestra doctrina consultiva sobre el alcance de este título competencial transversal, así como sobre su posible incidencia en las dos competencias de la Generalitat que resultan afectadas por la Ley dictaminada, es decir, la vivienda y el urbanismo.

Antes, sin embargo, aunque sea a modo de breve reproche, es necesario dejar constancia del carácter inadecuado de la técnica utilizada por el legislador estatal en esta ley, dado que, en contra de la doctrina constitucional consolidada, recurre a una invocación generalizada y no individualizada de los títulos competenciales en los que ampara su intervención reguladora, circunstancia que, aparte de no ser respetuosa con la necesidad de precisar el presunto título específico en cada caso, hace difícil establecer el vínculo entre la competencia habilitante y los preceptos que, supuestamente, quiere amparar.

También, el 149.1.1.º CE ha sido objeto de diversos pronunciamientos, que ha avalado una interpretación restrictiva de su uso, conforme a la delimitación de su contenido que efectúa la jurisprudencia. El Estado, basándose en la regulación esencial del derecho a la propiedad, no puede establecer un régimen jurídico completo de la materia urbanística, «regulación acabada que corresponde, con el límite de las condiciones básicas de dominio estatal, al poder público que corresponda según el sistema constitucional de distribución de competencias (STC 61/1997)» (FJ 4). >>

El Dictamen finaliza con las siguientes Conclusiones que resumo:

Primera. Los artículos 4, 5, 6 y las disposiciones transitoria primera y final decimoctava de la LRRRU pueden vulnerar las competencias de la Generalidad, contenidas en su Estatuto.

Segunda. Los artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 15 de la Ley 8/2013, de 26 de junio, igual.

Tercera. El apartado cinco de la disposición final duodécima de la LRRRU, en la redacción que da al apartado 8 del artículo 9 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, igual.

Por tanto habrá que esperar la decisión que sobre la LRRRU adopte nuestro Tribunal Constitucional al resolver los recursos planteados.

CONCLUSIONES

Para finalizar este Trabajo de Fin de Grado y a modo de reflexión final, opino como el prestigioso jurista  Tomás  Ramón Fernández, que esta Ley se justifica por sí misma al enfocar el urbanismo de los próximos años en España hacia la rehabilitación, la regeneración y la renovación urbanas, ya que tanto a corto, como a medio plazo, será muy difícil que los sectores inmobiliarios y de la construcción puedan contribuir al crecimiento de la economía española y a la generación de empleo si continúan basándose principalmente y con carácter general, en la transformación urbanística de suelos vírgenes y en la construcción de vivienda nueva, ya que, como reconoce la propia Ley en su Exposición de Motivos, España posee actualmente, si no se reactiva la demanda, suelo capaz de acoger nuevos crecimientos urbanísticos para los próximos 45 años y si a ello unimos que existen alrededor de 680.000 viviendas nuevas sin vender y que más del 58% del parque edificado es anterior a 1980 y que existen, aproximadamente, 25 millones de viviendas, de las que la mitad tienen más de 30 años y cerca de 6 millones con más de 50 años, “ es evidente que el legislador ha hecho bien en rectificar el tiro y haya apuntado ahora a la ciudad antigua tan necesitada de rehabilitación, regeneración y  renovación. Nuestra legislación urbanística desde la Ley de 12 de mayo de 1956 hasta hoy no hizo nunca nada por la ciudad existente, ni las sucesivas Leyes estatales del suelo ni las autonómicas, que se han preocupado por el ensanche, por ( la creación de más ciudad(. El éxito de esta Ley, que supone un cambio de enfoque del urbanismo en España, va a depender de que tenga continuación adecuada en la legislación autonómica y en la propia gestión municipal, porque a nadie se le oculta que regenerar el tejido urbano existente es bastante más difícil que urbanizar ex novo. Y, sobretodo,  va a depender de que las distintas administraciones acompañen la Ley con medidas financieras, ya que la rehabilitación  de edificios antiguos es cara y la mayor parte de los moradores, las familias y propietarios que en ellos habitan no podrán hacer frente a los gastos que comporta la rehabilitación”. (ARTÍCULO( Ramón Fernández, Tomás (2013). “Rehabilitación, regeneración y renovación urbanas”, pp. 13-15. Revista Aranzadi de Urbanismo y Edificación. Número 28, mayo-agosto de 2013. Editorial Aranzadi.

En definitiva, mi opinión personal sobre esta Ley, es la siguiente: La LRRRU es necesaria, ya que pretende activar la decaída actividad económica, mediante la intervención en el sector inmobiliario, pero, por otro lado, nace en un momento de crisis económica en la que los propietarios y moradores de inmuebles sitos en los cascos antiguos de nuestros pueblos y ciudades han de hacer frente a nuevas obligaciones legales que les van a suponer unos gastos difíciles de asumir, ya que la rehabilitación es más cara que la obra nueva. Además, la LRRRU nace con bastantes tachas de inconstitucionalidad, lo que va a provocar tensiones y enfrentamientos entre las distintas Administraciones públicas, cuando en realidad esta ley se debería haber consensuado, ya que para su efectiva aplicación es necesaria la colaboración legislativa y, sobretodo, económica de las administraciones implicadas (Estado, CCAA y Entes Locales). Sin  esta colaboración económica con los particulares la ley no alcanzará sus objetivos, ya que los ciudadanos/propietarios se encuentran descapitalizados.
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